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Arauca, agosto 17 del año 2021.  
 
 
Doctor 
JAIME POVEDA ORTIGOZA  
JUEZ ÚNICO CIVIL DEL CIRCUITO DE ARAUCA. 
La Ciudad.  
 
 
 
REF.:                              EJECUTIVO DE MENOR CUANTÍA.  
RADICADO No.        81-001-40-89-001-2.017-00215-00. 
DEMANDANTE:   LUIS ALEJANDRO PERDOMO RODRÍGUEZ.  
DEMANDADO:               ROBERTO DE LA CRUZ OSPINO. 
ASUNTO:                       CONTESTACIÓN TRASLADO AUTO  

                        FECHADO EL 10/08/2021.  
       INCIDENTE DE NULIDAD DE RANGO  

  CONSTITUCIONAL Y LEGAL. 
 
 

RAÚL CASTRO BETANCOURT, reconocido en la presente causa, acudo ante su excelencia, 
en cumplimiento al auto datado el día diez (10) de agosto del año dos mil veintiuno (2.021), 
notificado por estado electrónico No. 67, calendado el día once (11) del mismo mes y año, en 
consecuencia, procedo al tenor del art. 29 inciso 2º y 5º Superior, en concordancia, con el art. 
133 numerales 5º , 6º  y 8º del C.G.P., a sustentar el INCIDENTE DE NULIDAD DE RANGO 
CONSTITUCIONAL Y LEGAL. CONTRA: El auto fechado el día trece (13) de marzo del año 
dos mil veinte (2.020), con mandamiento de pago adiado el día veinticinco (25) de abril del 
año dos mil diecisiete (2.017) y auto que ordena seguir adelante con la ejecución del proceso 
y demás providencias proferidas en esta causa, por consiguiente, procedo en los siguientes 
términos, así:   
 
 

I. ANTECEDENTES PRELIMINARES 
 
 

La parte actora accedió a la administración de justicia mediante demanda ejecutiva 
fundamentada en una letra de cambio presuntamente girada por mi representado, por la suma 
de: Cincuenta Millones de Pesos Moneda Legal Colombiana ($50´000.000,00), presentada 
ante el Centro de Servicios Judiciales de Arauca, el día dieciocho (18) de abril del año dos mil 
diecisiete (2.017), que por reparto fue asignada al Juzgado Primero Promiscuo Municipal de 
Arauca, quién avocó conocimiento asignando el Rad. No. 81-001-40-89-001-2.017-00215-00, 
profiriendo auto admisorio de la demanda y mandamiento de pago, ordenando las medidas 
cautelares de embargo del inmueble y cuentas de ahorros de propiedad del demandado, 
calendado el día veinticinco (25) del mismo mes y año, en consecuencia, se ordenó la 
notificación personal y por aviso al tenor del art. 290 y ss del C.G.P. 
 
El demandado declara bajo la gravedad del juramento que, nunca le notificaron en legal forma 
el auto admisorio de la demanda y mandamiento de pago, conforme al art. 290 y ss del 
C.G.P., a contrario sensu se ordenó seguir adelante con la ejecución del proceso y remate del 
inmueble de su propiedad, omitiéndose las formas propias de cada juicio. 
 
Mediante auto fechado el día trece (13) de marzo del año dos mil veinte (2020), se resolvió 
negar el incidente de nulidad por improcedente, decisión recurrida en apelación a voces del 
art. 320 y 321  numerales 5º  y 6º, art. 322 y ss del C.G.P. sustentado en término de ley.   
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A través de auto adiado el día diez (10) de agosto del año dos mil veintiuno (2021), su 
excelencia, corre traslado por estado electrónico No. 67, calendado el día once (11) del 
mismo mes y año, para que se sustente la nulidad del auto fechado el día trece (13) de marzo 
del año dos mil veinte (2.020), porque el A-quo, incurrió en las causales de nulidad 
consagradas en el art.133 numeral 5º y 6º del C.G.P.  
 
 

II. PROCEDENCIA DEL INCIDENTE DE NULIDAD 
 
 

Se accede a la administración de justicia por vía de incidente de nulidad, al tenor del art. 29 
Superior; y arts. 127, 129, 132, 133 numerales 5º, 6º y 8º, art. 134 y ss del C.G.P., porque el 
proceso en referencia, contiene irregularidades sustanciales que afectan los derechos 
fundamentales del demandado, lesionando su patrimonio económico, representado en su 
vivienda digna que se constituye en su legítima propiedad, art. 58 Superior.  
 
De hecho, debo precisar que, mi representado tiene interés de acceder a la administración de 
justicia por vía incidental, porque la decisión judicial objeto del presente debate está dirigida 
en su contra, en consecuencia, tiene legitimación para ejercer su derecho de defensa y 
contradicción conforme a las formas propias de cada juicio, parte integral del debido proceso, 
derechos humanos, tratados y convenios internacionales, en aras de obtener la protección 
inmediata e incondicional de sus garantías constitucionales.   
 
En cuanto a la procedencia del incidente de nulidad, tenemos que el art. 134 y ss del 
C.G.P., consagra: 
 

“ARTÍCULO 134. OPORTUNIDAD Y TRÁMITE. Las nulidades podrán alegarse en cualquiera de 
las instancias antes de que se dicte sentencia o con posteridad a ésta, si ocurrieren en ella. 
 
La nulidad por indebida representación o falta de notificación o emplazamiento en legal forma, o la 
originada en la sentencia contra la cual no proceda recurso, podrá también alegarse en la diligencia 
de entrega o como excepción en la ejecución de la sentencia, o mediante el recurso de revisión, si 
no se pudo alegar por la parte en las anteriores oportunidades. 
 
Dichas causales podrán alegarse en el proceso ejecutivo, incluso con posterioridad a la 
orden de seguir adelante con la ejecución, mientras no haya terminado por el pago total a los 
acreedores o por cualquier otra causa legal. 
 
El Juez, resolverá la solicitud de nulidad previo traslado, decreto y práctica de las pruebas que 
fueren necesarias. 
 
La nulidad por indebida representación, notificación o emplazamiento, solo beneficiará a quien la 
haya invocado. Cuando exista litisconsorcio necesario y se hubiere proferido sentencia, ésta se 
anulará y se integrará el contradictorio.” (Negrilla y subrayado pro fuera del texto.).  

 
 

Conforme a la norma procesal, es obvio que la nulidad puede proponerse en cualquiera de las 
etapas procesales y posterior a la sentencia sin límite de tiempo, toda vez que, el Legislador 
no limitó este Instituto Jurídico, aún más cuando el yerro procesal se cometió en el auto 
datado el día trece (13) de marzo del año dos mil veinte (2.020); el auto calendado el día 
veinticinco (25) de abril del año dos mil diecisiete (2.017) que, admite la demanda y ordena el 
mandamiento de pago; auto que ordena seguir adelante con la ejecución del proceso y demás 
providencias proferidas en esta causa, porque se incurrió en las causales de nulidad 
consagradas en el art. 29 Inciso 2º y 5º Superior, art. 133 – 5º, 6º y 8º del C.G.P., al 
vulnerarse el derecho fundamental de igualdad, debido proceso concretamente las formas 
propias de cada juicio al obviarse la práctica de pruebas solicitadas en el incidente de nulidad 
radicado el día veintiuno (21) de julio del año dos mil diecisiete (2017); y prueba nula de pleno 
derecho.  
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Respecto a la nulidad de rango constitucional, el Máximo Órgano de Control Judicial en 
Sentencia C-739 del 11/07/2.001, establece:  

 

“No obstante, las diversas declaraciones con que los tribunales constitucionales pueden concluir un 
juicio de constitucionalidad, difieren, sustancialmente, tanto por la naturaleza de la acción como por 
los efectos de la decisión, de la labor asignada a los demás jueces en la guarda de la supremacía e 
integridad de la Carta, porque, en este último caso, aunque los encargados han de sujetar su 
decisión a la ley y al hacerlo no pueden prescindir de la normatividad constitucional como norma 
suprema, lo hacen definiendo un asunto particular, al punto que lo decidido solo alcanza a las 
partes, y, en el evento de haber tenido que apartarse de alguna norma para adecuar el fallo al 
Estatuto Superior, la disposición inaplicada continúa en el ordenamiento.  
 
De lo que se ha dicho no se puede colegir que se trata de controles separados, porque los artículos 
4º, 86 y 230 constitucionales, se encargan de armonizarlos, toda vez que el control de 
constitucionalidad, sin distingo de quien lo opere, persigue el mismo fin garantizar la supremacía de 
la Constitución Política- y todas las decisiones judiciales, así recurran como fuente a la ley, se 
sujetan en último término, como las decisiones de constitucionalidad, a los dictados del 
Ordenamiento Superior.  
 
Habida cuenta que a los jueces civiles no les es ajeno el imperativo constitucional de preferir los 
dictados constitucionales a las normas que los contradigan abiertamente, o que contraríen su 
espíritu (C.P., arts. 1º, 2º, 4º, 122 y 230), tampoco lo es el deber de adecuar los procedimientos a 
los preceptos constitucionales (Arts. 13º, 29 y 230 ídem). Además, no pueden pasar por alto las 
decisiones de esta Corte que excluyen disposiciones del ordenamiento o que las mantienen en 
determinado sentido (C.P., art. 243). 
 
Para concluir vale tener en cuenta el siguiente pronunciamiento relativo a la misión que, le 
corresponde a los jueces como administradores de justicia en el Estado social de derecho, emitido 
con ocasión del examen a que fue sometido el proyecto que dio origen a la Ley Estatutaria de la 
Administración de Justicia, varias veces nombrado.  
 
Uno de los presupuestos esenciales de todo Estado, y en especial del Estado social de derecho, es 
el de contar con una debida administración de justicia. A través de ella, se protegen y se hacen 
efectivos los derechos, las libertades y las garantías de la población entera, y se definen igualmente 
las obligaciones y los deberes que le asisten a la administración y a los asociados.  
 
Se trata, como bien lo anota la disposición que se revisa, del compromiso general en alcanzar la 
convivencia social y pacífica, de mantener la concordia nacional y de asegurar la integridad de un 
orden político, económico y social justo.  
 
Para el logro de esos cometidos, no sobra aclararlo, resulta indispensable la colaboración y la 
confianza de los particulares en sus instituciones y, por lo mismo, la demostración de parte de éstas 
de que pueden estar a la altura de su grave compromiso con la sociedad. 
 
 Así, en lo que atañe a la administración de justicia, cada vez se reclama con mayor ahínco una 
justicia seria, eficiente y eficaz en la que el juez abandone su papel estático, como simple 
observador y mediador dentro del tráfico jurídico, y se convierta en un partícipe más de las 
relaciones diarias de forma tal que sus fallos no sólo sean debidamente sustentados desde una 
perspectiva jurídica, sino que, además, respondan a un conocimiento real de las situaciones que le 
corresponde resolver. 
 
Las consideraciones precedentes implican, en últimas, una tarea que requiere, como consecuencia 
de haber sido nuestro país consagrado en la Carta Política como un Estado Social de Derecho, un 
mayor dinamismo judicial, pues sin lugar a dudas es el juez el primer llamado a hacer valer el 
imperio de la Constitución y de la ley en beneficio de quienes, con razones justificadas, reclaman su 
protección.               
 
Así, entonces, la justicia ha pasado de ser un servicio público más, a convertirse en una verdadera 
función pública, como bien la define el artículo 228 del Estatuto Fundamental.  
 
Significa lo anterior que tanto en cabeza de los más altos tribunales como en la de cada uno de los 
juzgados de la República, en todas las instancias, radica una responsabilidad similar, cual es la de 
hacer realidad los propósitos que inspiran la Constitución en materia de justicia, y que se resumen 
en que el Estado debe asegurar su pronta y cumplida administración a todos los asociados; en otras 
palabras, que ésta no sea simple letra muerta sino una realidad viviente para todos.” 
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Del contexto Jurisprudencial en estudio, puede concluirse que, la nulidad de rango 
constitucional, abarca todo el campo fáctico del art. 29 Superior, aún más cuando el debate 
procesal versa sobre la violación de los derechos fundamentales a la igualdad, debido 
proceso, tratados y convenios internacionales que conforman el bloque de constitucionalidad, 
derecho de acceso a la administración de justicia, derecho sustancial que, tiene el carácter de 
inmediato y prevalente.  
 

III. DECLARACIONES  
 

1. Se declare, la nulidad de toda la actuación procesal a partir del auto adiado el día trece 
(13) de marzo del año dos mil veinte (2.020), y en su lugar se ordene la nulidad del auto 
que admite la demanda y ordena mandamiento de pago calendado el día veinticinco (25) 
de abril del año dos mil diecisiete (2.017); y demás decisiones proferidas en esta causa, e 
inclusive aplicando la facultad oficiosa para sanear el proceso, conforme a los 
fundamentos de hecho y de derecho que motivan este incidente.  
 

2. En consecuencia, se ordene al Juez Primero Promiscuo Municipal de Arauca, notificar en 
legal forma al demandado el auto admisorio de la demanda y mandamiento de pago como 
garantía para proteger sus derechos fundamentales, acorde a los argumentos expuestos 
en esta causa.  

     
IV. CAUSALES DE NULIDAD 

 
1. Nulidad por violación al debido proceso art. 29 Inciso 2º y 5º Superior, por omisión de las 

formas propias de cada juicio y prueba nula de pleno derecho. 
 

2. Omisión de la práctica de las pruebas solicitadas en el incidente de nulidad presentado el 
día veintiuno (21) de julio del año dos mil diecisiete (2.017), acorde al art. 133 – 5º del 
C.G.P. 

 

3. Cuando se omite la oportunidad para alegar de conclusión o para sustentar un recurso o 
descorrer un traslado, acorde al art. 133 – 6º del C.G.P. 

 
4. Indebida notificación al demandado del auto admisorio de la demanda y mandamiento de 

pago, art. 133 numeral 8º del C.G.P.  
 

 
V. SUSTENTACIÓN CAUSALES DE NULIDAD 

 
 
1. NULIDAD DE RANGO CONSTITUCIONAL ART. 29 – 2º Y 5º SUPERIOR.  

 
El A-quo, incurrió en esta causal, al omitir la práctica de las pruebas solicitadas en el 
incidente de nulidad impetrado el día veintiuno (21) de julio del año dos mil diecisiete 
(2.017), omitiendo las formas propias de cada juicio parte integral del debido proceso. 
 
Al obviar la práctica de las pruebas documentales, interrogatorio de parte; y testimoniales,  
vulnerando el derecho de defensa y contradicción columna vertebral del debido proceso y 
derecho de igualdad, omitiendo el derecho sustancial, inaplicando el imperio de la ley.  
 
Por otra parte, obvió que la letra de cambio objeto del proceso ejecutivo, no cumple con 
los requisitos del art. 422 del C.G.P., porque acorde a la prueba documental constituida 
en la denuncia penal presentada en contra de la parte demandante y escrito de acusación 
existente sobre este punto, puede inferirse que, el título valor es una prueba nula de pleno 
derecho, en consecuencia, no presta mérito ejecutivo. 
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Está demostrado en esta causa que, el fallador de primera instancia, omitió la existencia 
de una prueba nula de pleno derecho, inaplicando la norma de normas, en contravía del 
imperio de la ley, 230 Superior, consumándose esta causal de nulidad.  
 

2. Omisión de la práctica de las pruebas solicitadas en el incidente de nulidad 
presentado el día veintiuno (21) de julio del año dos mil diecisiete (2.017), acorde al 
art. 133 – 5º del C.G.P. 
 
Revisado el expediente se observa que, el fallador de primera instancia, ignoró la práctica 
de las pruebas solicitadas en el incidente de nulidad radicado el día veintiuno (21) de julio 
del año dos mil diecisiete (2.017), incurriendo en esta causal de nulidad, dándose la 
necesidad de sanear el proceso en garantía de los derechos fundamentales del 
demandado.  
 
En este sentido, no puede omitirse que el A-quo, desconoció las formas propias de cada 
juicio, al omitir sus deberes consagrados en el art. 42 numerales 1º, 2º y ss del C.G.P., 
por consiguiente, debe decretarse la nulidad de todas las actuaciones procesales 
existentes en esta causa e inclusive a partir del auto admisorio de la demanda y 
mandamiento de pago y demás decisiones proferidas en esta causa. 

 

3. Cuando se omite la oportunidad para alegar de conclusión o para sustentar un 
recurso o descorrer un traslado, acorde al art. 133 – 6º del C.G.P. 

 
Adicional a lo anterior, resulta evidente que, el demandado no tuvo la oportunidad 
procesal para actuar en el proceso, presentar los recursos contra el auto admisorio de la 
demanda y mandamiento de pago, igualmente contra el auto que ordena seguir adelante 
con la ejecución del proceso; y alegar de conclusión. 
 
Así, resultan improcedentes las decisiones proferidas por el juez de primera instancia, 
porque vulneran las garantías constitucionales y legales que, tiene el demandado, 
concretamente de ser juzgado conforme a las formas propias de cada juicio, en 
observancia al derecho de igualdad y debido proceso operando esta causal de nulidad.  
 

4. Indebida notificación al demandado del auto admisorio de la demanda y 
mandamiento de pago, en general de toda la actuación procesal conforme al art. 
133 numeral 8º del C.G.P.  
 
Aunado al historial del proceso y argumentos antes expuestos, puede concluirse que, el 
demandado nunca fue notificado en legal forma del auto admisorio de la demanda y 
mandamiento de pago proferido el día veinticinco (25) de abril del año dos mil diecisiete 
(2.017), dándose  esta causal de nulidad.  

 
Desde esta óptica jurídica, está demostrado que, en esta causa se incurrió en las 
causales de nulidad, expuestas y sustentadas en esta causa, motivadas con el caudal 
probatorio peticionado en el respectivo capítulo de pruebas, las cuales son conducentes, 
pertinentes, procedentes y útiles para demostrar las irregularidades sustanciales y 
procesales existentes en este proceso.  

 
 Se concluye que, se vulnera el derecho fundamental de defensa y de contradicción, parte 
integral del debido proceso norma de carácter prevalente y de aplicación inmediata (art. 
29 y 85 Superior.), porque el fallador de primera instancia omitió practicar las pruebas 
solicitadas en el incidente de nulidad presentado el día veintiuno (21) de julio del año dos 
mil diecisiete (2.017), incurriendo en la causal de nulidad consagrada en el art. 29 inciso 
2º Superior, igualmente incurrió en las causales de nulidad regladas en el art. 133 – 
numeral 5º del C.G.P. 
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Tenemos que, mi defendido jamás fue notificado en debida forma, porque nunca recibió la 
citación personal y por aviso acorde al art. 291 y 292 Ibídem, en consecuencia, jamás 
compareció al despacho para notificarse en forma personal al tenor del art. 290 Ibídem.   

 
No puede omitirse que, nunca se cumplió el procedimiento para notificar en debida forma 
al demandado, yerro que origina la violación del derecho de defensa y de contradicción, al 
omitirse las formas propias de cada juicio. 
 
Así las cosas, es evidente que el demandado no tuvo la oportunidad de ejercer el derecho 
de defensa y contradicción omitiéndose la oportunidad de solicitar, decretar o practicar 
pruebas en observancia de las formas propias de cada juicio parte integral del debido 
proceso infringiéndose la norma constitucional de carácter prevalente y de aplicación 
inmediata (Art. 29 y 85 Superior.). 
 
Se colige que, sobre este tema del derecho de defensa y de contradicción el precedente 
jurisprudencial ha establecido: 

 
“El derecho de defensa tiene una especial importancia en el marco del debido proceso y se 

garantiza, en primer lugar, mediante la notificación de los actos procesales. Al respecto, la sentencia 
C-640 de 2.004 es concreta en indicar: 
 
Cabe recordar, que uno de los pilares fundamentales del debido proceso lo constituye el derecho de 
defensa, que se garantiza, no solo mediante la vinculación que corresponde hacer a los funcionarios 
judiciales de las personas que deben intervenir como parte en un proceso, previo el cumplimiento de 
las formalidades propias para ello, sino además, permitiéndoles alegar y probar dentro del mismo, 
todas aquellas circunstancias que consideren propias para ejercer su defensa, entre las cuales 
deben incluirse aquellas que se orientan a poner de presente justamente una afectación al propio 
derecho de defensa por ineficacia o indebida notificación sustancial o procesal.  
 
Ahora bien, con la finalidad de garantizar el derecho de defensa en todos los procesos, el legislador 
ha previsto tanto la oportunidad como los diversos mecanismos procesales a través de los cuales 
las partes involucradas en los mismos pueden plantear al juez las argumentaciones y contra 
argumentaciones en torno a las cuales debe girar el correspondiente debate probatorio, los cuales 
no excluyen, sino que por el contrario incluyen, todas aquellas alegaciones relacionadas con las 
notificaciones que corresponda hacer dentro del proceso o aún de aquellas que corresponda 
realizar fuera del mismo para efectos contractuales.  
 
En efecto, la Corte ha mantenido una sólida línea jurisprudencial, en el sentido de que la 
notificación, en cualquier clase de proceso, se constituye en uno de los actos de comunicación 
procesal de mayor efectividad, en cuanto garantiza el conocimiento real de las decisiones judiciales 
con el fin de dar aplicación concreta al debido proceso mediante la vinculación de aquellos a 
quienes concierne la decisión judicial notificada, así como que es un medio idóneo para lograr que 
el interesado ejercite el derecho de contradicción, planteando de manera oportuna sus defensas y 
excepciones. De igual manera, es un acto procesal que desarrolla el principio de la seguridad 
jurídica, pues de él se deriva la certeza del conocimiento de las decisiones judiciales”. (Subrayado 
por fuera del texto).  
 

Es evidente que, conforme a los hechos que edifican el incidente de nulidad objeto de 
este debate, aunado al precedente jurisprudencial, resulta obvia la violación de los 
derechos fundamentales del demandado, en consecuencia, deben protegerse sus 
garantías constitucionales por medio del presente incidente de nulidad como única 
herramienta jurídica para zanjar el error judicial atribuible al A-quo.     
 
Siendo necesario precisar:  

 
“Que el Derecho al Debido Proceso es de aplicación inmediata, lo que significa que, para alegarlo, 
hacerlo valer, aplicarlo, reivindicarlo  y  exigir  las  sanciones  pertinentes  por  su  violación  no  se 
necesita  ley  alguna que lo establezca o permita. En otros términos, la certidumbre y eficacia de la 
garantía constitucional no está supeditada a normas de orden legal que conduzcan a hacerla 
material y actualmente exigible. 
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Una cosa es la efectividad de la garantía constitucional, que no depende de la ley en cuanto no 
proviene de ésta y otra muy distinta, la verificación acerca del contenido del Debido Proceso en 
relación con cada caso, que siempre tendrá por factor de comparación lo dispuesto en la ley 
correspondiente.  
 
Eso implica que, si bien el derecho constitucional al Debido Proceso no precisa de un estatuto legal 
que lo haga reclamable de manera inmediata y plena, siempre habrá de verse, para deducir si tal 
derecho ha sido respetado o es objeto de violación, cuáles son las reglas procesales aplicables en 
el evento específico, es decir, las generales y abstractas, vigentes con anterioridad e integrantes de 
la ley prevista para cada proceso. 
 
El artículo 228 de la Constitución consagra la prevalencia del derecho sustancial sobre el adjetivo. 
En concordancia con este principio, los jueces deben tener en cuenta que el objeto de los 
procedimientos judiciales es lograr la efectividad de los derechos reconocidos por la ley. 
 
De conformidad con el inciso segundo del artículo 29 de la Constitución, nadie podrá ser juzgado 
sino "con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio".  
 
No es menester dedicarse a complicadas lucubraciones para descubrir las finalidades de esta 
disposición, piedra angular del debido proceso. (Negrilla por fuera del texto). 
 
En primer lugar, si la administración de justicia es función pública, como expresamente lo declara el 
artículo 229 de la Constitución, es claro que ella debe cumplirse con estricta sujeción a la ley, 
porque el artículo 121 de la misma Constitución establece que "Ninguna autoridad del Estado podrá 
ejercer funciones distintas de las que le atribuyen la Constitución y la ley." Norma que concuerda 
con la del artículo 122: "No habrá empleo público que no tenga funciones detalladas en ley o 
reglamento, ¿Qué fin se persigue, en el campo específico del derecho procesal, al disponer la 
Constitución que solamente puede juzgarse a alguien "con observancia de las formas propias de 
cada juicio? 
 
En primer lugar, lograr la igualdad real en lo que tiene que ver con la administración de justicia. El 
artículo 13 de la Constitución consagra la igualdad de todos ante la ley, al declarar que "todas las 
personas nacen libres e iguales ante la ley". Y dispone que, por razón de esa igualdad, todas 
reciban la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades 
y oportunidades sin ninguna discriminación. 
 
Esa igualdad teórica se realiza en los distintos campos por medio de normas especiales, en el 
campo procesal, en lo referente a la administración de justicia, la igualdad se logra al disponer que 
todos sean juzgados por el mismo procedimiento.  
 
En lo que tiene que ver, en materia civil, con la manera de aducir las pretensiones ante el 
juez, con la respuesta a éstas para aceptarlas o negarlas, con las excepciones, con la manera 
de aportar o producir la prueba, etc. todas las personas están en un plano de igualdad, 
merced a los procedimientos uniformes. Excepcionalmente, la propia Constitución consagra un 
fuero especial para algunos funcionarios, a causa de razones particulares. La Constitución, en el 
mismo artículo 29, establece que nadie puede ser juzgado sino ante juez o tribunal competente, con 
lo cual sienta, en forma general, para quienes tienen un fuero especial y para quienes no lo tienen, 
el principio del llamado juez natural. Pero la regla general, encaminada a garantizar la igualdad, 
determina el establecimiento de competencias y procedimientos iguales para todas las personas. 
¿Por qué? Porque el resultado de un juicio depende, en gran medida, del procedimiento por el cual 
se trámite. Éste determina, las oportunidades para exponer ante el juez las pretensiones y las 
excepciones, las pruebas, el análisis de éstas, etc. Existen diversos procedimientos, y, por lo 
mismo, normas diferentes en estos aspectos: pero, el estar el actor y el demandado cobijados por 
idénticas normas, y el estar todos, en principio sin excepción, sometidos al mismo proceso para 
demandar o para defenderse de la demanda, garantiza eficazmente la igualdad.(Negrilla por fuera 
del texto). 
 
De otra parte, la Constitución, al determinar que todos sean juzgados "con observancia de la 
plenitud de las formas propias de cada juicio", destierra de la administración de justicia la 
arbitrariedad. 
 
 ¿Cómo dejar en manos de cada uno de los jueces la facultad de establecer las reglas que habrá de 
seguir para administrar justicia en cada caso particular? En el Antiguo Derecho francés, en las 
regiones en que prevalecía el derecho consuetudinario, la primera tarea de los jueces que habían 
de decidir un litigio, era determinar las normas aplicables, entre ellas las relativas a la competencia y 
al procedimiento. Por fortuna, esa puerta abierta a la arbitrariedad se ha cerrado al disponer, 
sencillamente, que todas las personas deben ser juzgadas "con observancia de la plenitud de las 
formas propias de cada juicio".  
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Esta Corporación, en diversos fallos, ha señalado la importancia del derecho al debido proceso. Al 
respecto, en uno de sus fallos, se señaló:  

La garantía del debido proceso, plasmada en la Constitución colombiana como derecho 
fundamental de aplicación inmediata (artículo 85) y consignada, entre otras, en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos de 1948 (artículos 10 y 11), en la Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre proclamada el mismo año (artículo XXVI) y en la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica, 1969, Artículos 8 y 9), no 
consiste solamente en las posibilidades de defensa o en la oportunidad para interponer recursos, 
sino que exige, además, como lo expresa el artículo 29 de la Carta, el ajuste a las normas 
preexistentes al acto que se imputa; la competencia de la autoridad judicial o administrativa que 
orienta el proceso; la aplicación del principio de favorabilidad en materia penal; el derecho a una 
resolución que defina las cuestiones jurídicas planteadas sin dilaciones injustificadas; la ocasión de 
presentar pruebas y de controvertir las que se alleguen en contra y, desde luego, la plena 
observancia de las formas propias de cada proceso según sus características. 
 
Es este un mandato inexcusable que no pueden desatender las dependencias del Estado en sus 
distintos niveles de jerarquía, tanto en el sector central como en el descentralizado y en todas 
las ramas del poder público y organismos de control respecto de las actuaciones de sus 
correspondientes órbitas de competencia, so pena de incurrir en flagrante violación de la 
preceptiva constitucional y en ostensible abuso de sus atribuciones en detrimento de los 
derechos fundamentales, ocasionando a la vez la nulidad de las decisiones adoptadas con 
infracción de los preceptos superiores." (Corte Constitucional, sentencia T-460 de 1992, 
Magistrado ponente, Doctor José Gregorio Hernández Galindo). (Negrilla fuera de texto).  
 
Como se ha repetido, el mandato del inciso segundo del artículo 29 de la Constitución es riguroso: 
todas las personas deben ser juzgadas con la observancia de las formas propias de cada 
juicio. Tal mandato tiene que cumplirse por encima de la voluntad de las partes y del juez. (Negrilla 
por fuera del texto). 
 
Cabe, en consecuencia, preguntarse: ¿puede una norma procesal autorizar la tramitación de pleitos 
por procedimientos diferentes a los establecidos en el Código de Procedimiento Civil para el 
respectivo asunto? Dicho en otras palabras: ¿puede una norma procesal autorizar a las partes y al 
juez para violar el debido proceso? La respuesta tiene que ser negativa: ninguna norma legal puede 
contrariar los mandatos de la propia Constitución. 
 
Se dirá que en algunos casos el juez no se verá obligado a modificar o reformar el trámite del 
proceso ordinario para ventilar un asunto que tiene establecido un procedimiento especial. Ello 
puede ser así, pero no cambia la realidad, que es bien sencilla: unas normas (las demandadas en 
este proceso) autorizan a las partes y al juez para violar el debido proceso, al resolver por el 
proceso ordinario asuntos que deben ventilarse por uno especial. 
 
Es más: nada asegura que la solución, en cuanto a la reforma del proceso ordinario (para adaptarlo 
a las características del asunto sometido al procedimiento especial), adoptada por los diversos 
jueces, sea igual. Lo más probable es lo contrario: que sean soluciones diversas y hasta 
contradictorias. 
 
Tampoco es admisible invocar la primacía del derecho sustancial (consagrada en el artículo 228 de 
la Constitución), para concluir que si al fin y al cabo el juez dice el derecho, administra justicia, no 
importa que lo haya hecho por un camino equivocado.  
 
Razonando así quedaría al arbitrio de las partes, y en últimas del juez, el escogimiento de la vía 
procesal. Es más: podría el juez modificar por su sola voluntad los procedimientos, conclusión que 
debe rechazarse. No hay que olvidar que si los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al 
imperio de la ley, no pueden apartarse de ella bajo ningún pretexto. Hay que tener presente que el 
derecho al debido proceso, consagrado expresamente en el artículo 29 de la Constitución, es un 
verdadero derecho sustancial. (Negrilla y subrayado por fuera del texto).  
 
Dicho sea de paso, la primacía de la ley sustancial, ya estaba reconocida, desde 1.970, por el 
artículo 4° del Código de Procedimiento Civil, cuyo texto es el siguiente. Al interpretar la ley 
procesal, el juez deberá tener en cuenta que el objeto de los procedimientos es la efectividad de los 
derechos reconocidos por la ley sustancial. Las dudas que surgen en la interpretación de las normas 
del presente código, deberán aclararse mediante la aplicación de los principios generales del 
derecho procesal, de manera que se cumpla la garantía constitucional del debido proceso, se 
respete el derecho de defensa y se mantenga la igualdad de las partes. 
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Obsérvese que la primacía de la ley sustancial, vale decir, de los derechos reconocidos por 
ella, no pugna con el debido proceso. No de otra manera puede entenderse que la misma norma 
que reconoce tal primacía, ordene cumplir la garantía constitucional del debido proceso, respetar el 
derecho de defensa y mantener la igualdad de las partes.  

En conclusión, el que las normas procesales sean el medio para el reconocimiento de los derechos 
que surgen de la ley sustancial, y tal reconocimiento sea el fin, no implica que ellas sean de una 
categoría inferior. (Negrilla por fuera del texto). 

Se dirá que el legislador tiene libertad para expedir las normas procesales y, por lo mismo, para 
establecer las causales de nulidad y los casos en que ésta se considera saneada. Ello es verdad, 
pero con limitaciones: no puede el legislador establecer causales de nulidad, o dictar otra norma 
procesal cualquiera, quebrantando la Constitución; y no puede dictar normas en virtud de las cuales 
se sanee una nulidad originada en la violación del debido proceso. Podrían algunos sostener que 
esta interpretación del mandato del artículo 29 es demasiado rigurosa. La verdad es diferente: una 
de las bases insustituibles de la administración de justicia, especialmente porque evita la 
arbitrariedad de quienes la dispensan, es la sujeción a esos procedimientos uniformes, que hacen 
realidad la igualdad en este campo. 

Igualmente no es válido argumentar que la constitucionalidad de las normas acusadas se basa en 
que el proceso ordinario garantiza mejor que los demás el derecho de defensa, porque en él se 
cumple un debate más amplio. 
 
Aparentemente acertado, este razonamiento pierde su fuerza si se tiene en cuenta, en primer lugar 
que si así fuera solamente existiría un procedimiento: el ordinario. Y si, además, se tiene presente 
que todos los procedimientos especiales respetan el derecho de defensa: si no lo hicieran no 
podrían existir, sus diferencias nacen de las que existen entre los diversos asuntos, tales 
procedimientos especiales consultan esa diversidad, como ya se ha dicho, tienen en cuenta, 
además, el lograr la mayor celeridad en algunos asuntos: ¿cómo pensar que una demanda de 
alimentos se someta al trámite del proceso ordinario y al recurso extraordinario de casación? 
Celeridad que, en últimas, tiene mucho que ver con la primacía del derecho sustancial. 
 
Existe un motivo adicional que desvirtúa la supuesta celeridad que se trae a cuento, como 
argumento de conveniencia, para sustentar la constitucionalidad cuestionada. En los casos en que 
la cuantía sea suficiente, el negocio equivocadamente tramitado por la vía ordinaria, estará 
sometido al recurso extraordinario de casación, circunstancia que dilata considerablemente la 
solución del litigio. Finalmente, hay que tener presente que la única nulidad procesal establecida 
expresamente por la Constitución, se origina precisamente en la violación del derecho al debido 
proceso: "Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso". ¿Podrá, 
acaso, aceptarse que si es nula la prueba obtenida con violación del debido proceso, sea válido éste 
cuando se tramita por una vía equivocada, diferente a la que le está señalada por la ley? ¿Podrá 
alguien sostener que ese trámite diferente al especial que le corresponde, configura un "debido 
proceso"? 

 

VI. PRUEBAS 
 

     Solicito se tengan como tales las siguientes: 

 

• DOCUMENTALES: 
 
✓ Ténganse las allegadas al expediente. 
✓ Copia del escrito de acusación contra el Abogado LUIS ALEJANDRO PERDOMO 

RODRÍGUEZ.  
✓ Copias de las declaraciones extraprocesales rendidas ante la Notaría Única del 

Círculo de Arauca. No. 1187, 1188, 1189 del 1/06/2017 y 0479 del 07/04/2.021.  
 

• TESTIMONIAL:  
 
✓ Testimonio del señor, MARCOS GUILLÉN SEGOBIA, vecino y residente en la 

ciudad de Arauca, identificado con la cédula de ciudadanía No. 1.116´793.600 
expedida en Arauca, quien puede ser ubicado en la Manzana F. Lote No. Uno (1) del 
Municipio de Arauca. Cel. 3205800299. 
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✓ Testimonio del señor, LUIS ALBERTO VASQUEZ REY, vecino y residente en la 
ciudad de Arauca, identificado con la cédula de ciudadanía No.17´591.654 expedida 
en Arauca. Quien puede ser ubicado en la Carrera 41 No. 19 - 20 Barrio Primero de 
Enero del Municipio de Arauca. Cel. 3156302873. 
 

✓ Testimonio del señor, SAUL ANTONIO CORDOBA MUÑOZ. vecino y residente en 
la ciudad de Arauca identificado con la cédula de ciudadanía No. 96´186.915 
expedida en Saravena - Arauca. Quien puede ser ubicado en la Calle 13A Lote No. 
39 Finca la Bendición Sector Playita del Municipio de Arauca. Cel. 3192723741. 
 
Prueba conducente, pertinente y procedente porque con ésta se probarán los 
hechos expuestos en este incidente. 

 
 

VII. FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
    Ténganse las siguientes normas: 

 

• Artículos 1, 2, 4, 13, 29, 85, 93, 228, 229 y 230 Superior.  
 

• Artículos 13, 14, 127 al 133 – 5º, 6º y 8º, art. 134 y ss del C.G.P.  
 

• Sentencia T- 308 de 2.014. 
 
 

VIII. COMPETENCIA 
 

 Es usted competente honorable Juez, por estar conociendo del proceso principal. 

 

 

IX. ANEXOS 
 

• Ruego a su señoría, valorar los allegados al expediente. 
 

• Copia del escrito de Acusación en contra del Abogado LUIS ALEJANDRO 
PERDOMO RODRÍGUEZ.  

 
 

X. NOTIFICACIONES 
 
 

• A la parte actora y apoderada en la dirección consignada en la demanda y/o en la 
secretaría del despacho.  Correo: lualpero@hotmail.com 

 

• A mí mandante y al suscrito en la Carrera 21 No. 12A -54 Oficina 101 Barrio Santa 
Teresita del Municipio de Arauca. Correo: raulcastrob0605@hotmail.com  
 
De su señoría, atentamente,  

 
 

RAÚL CASTRO BETANCOURT 
                   C.C. No. 73´119.738 expedida en Cartagena. 

T.P. No. 79.087 del C.S. de la J. 

 
























































